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Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico a 29 de enero de 2016. 

Comparece la Sra. María V. Robles Serrano, en 

adelante la señora Robles o la apelante, y solicita 

que revoquemos una Sentencia dictada por Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Utuado, en adelante TPI. 

Mediante la misma, se declaró ha lugar una Moción de 

Sentencia Sumaria presentada por la Universidad de 

Puerto Rico, en adelante UPR o la apelada. 

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se confirma la Sentencia apelada.  

-I- 

 Según surge del expediente, el 5 de julio de 

2011, la señora Robles, quien es empleada de la UPR en 

el Recinto de Utuado, presentó una Querella contra 

dicha entidad por alegado discrimen político, 

represalias y daños y perjuicios. Alegó, en síntesis, 

que ha trabajado para la UPR en el Recinto de Utuado 
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desde el 13 de noviembre de 1990 hasta el presente. 

Ocupó la posición de Directora de Admisiones por 

varios años, con un salario sobre $39,000 anuales, más 

beneficios marginales, plan médico, bono de navidad y 

el pago de días por enfermedad en exceso de los 90 

días. Adujo, además, que desempeñó su trabajo con 

excelencia, ocupando diferentes posiciones y logrando 

ascensos por sus propios méritos hasta ser nombrada 

Directora de Admisiones. A pesar de lo anterior, la 

Rectora Interina de la Institución, Sra. Iris Mercado, 

envió un correo electrónico en el cual la vinculó 

políticamente con el Partido Popular Democrático, en 

adelante PPD, e indicó que estaba buscando a alguien 

afiliada con el Partido Nuevo Progresista, en adelante 

PNP, para sustituir a la apelante. Dicha lista fue 

publicada por el Periódico Primera Hora y otros medios 

noticiosos. Esto le ocasionó desconcierto y malestar, 

quien no merecía ser carpeteada, lo cual fue declarado 

inconstitucional por el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico en el caso Noriega Rodríguez v. Hernández Colón, 

122 DPR 650 (1988).
1
 

 Además, arguyó que se había quejado del acoso y 

discrimen político que sufrió por parte de la Sra. 

Eltie Pérez, quien fungió como Directora de 

Admisiones, desde el 3 de agosto de 2009 hasta el 7 de 

febrero de 2010; presentó una solicitud de 

reclasificación de funciones para Oficial de 

Admisiones III; y el caso está ante la Junta de 

Apelaciones de la Universidad.
2
 

                                                 
1 Escrito de Apelación, Querella, Apéndice I, págs. 1-7. 
2 Id. 
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 También, alegó que fue víctima de comentarios de 

naturaleza discriminatoria por razones políticas 

cuando compañeros de trabajo le expresaban “ya mismo 

vamos a sacar a todos los populares de sus 

posiciones”.
3
 

Además, durante la huelga de estudiantes la 

señora Robles colaboró con la Institución realizando 

funciones que le correspondían al Director de la 

Oficina de Admisiones, Sr. Juan Rivera, pero no se le 

pagó por dicho trabajo. Posteriormente descubrió que a 

los demás Directores de Oficina sí se les pagaba por 

los servicios que a ella se le solicitó rindiera ad 

honorem (sin paga), lo que constituye un acto 

discriminatorio.
4
 

Arguyó, que como Directora de Admisiones fue 

felicitada por la calidad de su trabajo y, en el 

proceso de acreditación del Recinto de Utuado, fue la 

única que la “Middle States Commission” señaló que no 

tenía problemas de gobernanza y con buen 

funcionamiento. Aun así, fue destituida de su posición 

de Directora de Admisiones el 1 de abril de 2011, por 

alegada reestructuración y fue ubicada en su puesto de 

carrera de menor jerarquía, lo que provocó una merma 

de $400 mensuales.
5
 

Por último, reiteró que fue víctima de discrimen 

político al ser clasificada como miembro del PPD, 

sustituida por una militante del PNP e incluida en una 

lista que salió publicada en los principales rotativos 

del país, degradada de posición y salario, sufrió 

comentarios y actos constitutivos de discrimen 

                                                 
3 Id. 
4 Id. 
5 Id. 
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político partidista y perdió su salario mientras 

estuvo en descanso ordenado por el Fondo del Seguro 

del Estado, en adelante FSE. A su entender, todo ello 

representa una violación a la Ley Núm. 100 contra 

Discrimen Político, 29 LPRA sec. 146 y ss., en 

adelante Ley 100, y la Constitución de Puerto Rico, 

Artículo II, Secciones 1, 2 y 7, por lo que tiene 

derecho a la reinstalación al puesto de Directora de 

Admisiones, restitución de los salarios dejados de 

percibir, daños y perjuicios en una suma no menor de 

$75,000, más la penalidad dispuesta por ley. Además, 

adujo que fue víctima de represalias por haber 

solicitado revisión de la determinación de 

reclasificación de su puesto de carrera de Oficial 

Administrativo II a Oficial Administrativo III, por lo 

que la acción tomada viola la Ley Núm. 115, 29 LPRA 

sec. 294 y ss.
6
 

 El 19 de julio de 2011, la UPR presentó su 

Contestación a Querella. En esencia, negó las 

alegaciones y como defensas afirmativas planteó que la 

Querella dejaba de exponer una reclamación que 

justificara la concesión de un remedio; que la Ley 100 

no es aplicable a la UPR; que la Querella está 

prescrita; que la señora Robles no agotó remedios 

administrativos; que el puesto de Directora de 

Admisiones es uno de confianza, sujeto al principio de 

libre selección y remoción; que la señora Robles no 

tenía derecho propietario alguno al puesto de 

Directora de Admisiones; que no hubo ningún discrimen 

contra la señora Robles, ya que las decisiones de la 

UPR estuvieron basadas y relacionadas con el buen 

                                                 
6 Id. 
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funcionamiento de la institución; y la UPR está 

protegida por la inmunidad patronal.
7
 

Luego de varios trámites procesales, el 5 de 

noviembre de 2013, la UPR presentó una Moción de 

Sentencia Sumaria. Adujo que no existían controversias 

de hechos que ameritaran la celebración de una vista 

en los méritos y procedía la desestimación sumaria de 

la Querella. Señaló que la señora Robles no fue objeto 

de discrimen político, ni objeto de represalias y que 

cualesquiera daños sufridos por alegado acoso, el 

proceso de reclasificación y los alegados comentarios 

discriminatorios de otros empleados, estaban 

prescritos. Anejó prueba documental en apoyo a los 75 

hechos alegadamente incontrovertidos.
8
 

 Ese mismo día, las partes presentaron el Informe 

sobre Conferencia con Antelación a Juicio.
9
 

 El 21 de febrero de 2014, la señora Robles 

presentó una Oposición a Solicitud de Sentencia 

Sumaria. Alegó que existían los siguientes hechos en 

controversia: 1) si fue objeto de discrimen político 

por parte de la UPR; 2) si fue objeto de carpeteo 

político a la luz de la doctrina establecida en 

Noriega Rodríguez v. Hernández Colón, supra; 3) si fue 

privada de su puesto de Directora de Admisiones por 

razones de discrimen político partidista; y 4) si fue 

objeto de represalias al negársele el derecho a 

reclasificación.
10
 

                                                 
7 Escrito de Apelación, Contestación a Querella, Apéndice II, 

págs. 8-13. 
8 Id., Moción de Sentencia Sumaria, Apéndice III, págs. 14-262. 
9 Id., Informe sobre Conferencia con Antelación a Juicio, Apéndice 

V, págs. 351-382. 
10 Id., Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria, Apéndice IV, 

págs. 263-350. 
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Además, sostuvo que los hechos 5, 7, 11-12, 24, 

26-27, 34, 38-39, 41-43, 45-50 y 56-63 de la Moción de 

Sentencia Sumaria estaban en controversia. Para 

impugnarlos afirmó que el puesto de Director de 

Admisiones no está adscrito al servicio de confianza; 

que altos funcionarios de la UPR en la esfera 

administrativa también realizaron comentarios de 

naturaleza discriminatoria por razones políticas; que 

fue discriminada en el proceso de reclasificación de 

su puesto porque los funcionarios que atendieron su 

solicitud alegadamente estaban afiliados al PNP; que 

fue nombrada al puesto de Directora Interina “Ad 

Honorem” y que a otros directores por ser del PNP sí 

se les pagó por los servicios prestados; que es 

necesario evaluar los resultados en las admisiones en 

otros Recintos que componen la UPR y esta no presentó 

prueba sobre este particular; que la merma en la 

matrícula se debió a la huelga estudiantil; que es 

cuestionable el uso de affidavit según lo resuelto en 

SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, 189 DPR 414, (2013); 

que el Rector, Prof. Eladio González, estaba 

identificado con el PNP; y que la lista que 

identificaba a la señora Robles como afiliada al PPD 

era de conocimiento de toda la comunidad universitaria 

por haberse publicado en el Periódico Primera Hora. 

Acompañó prueba documental para sustentar su 

posición.
11
 

El 25 de marzo de 2014, la UPR presentó una 

Réplica a Oposición a Moción de Sentencia Sumaria.
12
 

                                                 
11 Id. 
12 Alegato de Oposición, Réplica a Oposición a Moción de Sentencia 

Sumaria, Apéndice 15, págs. 42-53. 
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Así las cosas, el TPI dictó la Sentencia apelada 

mediante la cual acogió la Moción de Sentencia Sumaria 

presentada por la UPR y desestimó con perjuicio la 

Querella, sin especial imposición de costas, intereses 

ni honorarios. En específico, resolvió: 

Contrario a lo alegado por la 

querellante, los daños reclamados por 

motivo de dicha conducta no son daños 

continuos como resultado de un patrón 

de discrimen por razón de ideología 

política. […] 

[…] 

Los comentarios presenciados por 

la querellante fueron eventos aislados 

que ocurrieron en noviembre de 2009 y 

que estaban asociados al momento en que 

tuvo lugar el proceso de transición del 

Rector anterior a la Dra. Mercado. 

Además, la querellante nunca se quejó 

de dicha conducta a los funcionarios 

pertinentes. De igual forma, asumiendo 

que la conducta imputada a la Sra. 

Pérez pudiese configurar algún tipo de 

patrón discriminatorio, el mismo cesó 

al momento en que fue removida de su 

puesto en febrero de 2010. Por otro 

lado, cualquier daño reclamado 

relacionado con la negativa inicial a 

re-clasificar el puesto de la 

querellante y la negativa a compensarla 

inicialmente por realizar funciones de 

Directora son igualmente consecuencias 

de eventos aislados no previsibles de 

los cuales la querellante advino en 

conocimiento al momento en que se 

emitieron las determinaciones negativas 

alegadas. Por lo que concluimos 

constituyen daños sucesivos que están 

prescritos por haberse presentado la 

Querella en exceso del año permitido 

para reclamar los mismos.
13
 

 

 En cuanto a la conducta a la que la señora Robles 

se refiere como “carpeteo”, sancionada en el caso 

Noriega Rodríguez v. Hernández Colón, supra, 

determinó: 

La querellante alega que [sic.] 

haber sido carpeteada mediante una 

lista alegadamente creada por la UPR. 

Dicha lista se circuló entre los 

empleados de la UPR mediante entrega y 

un correo electrónico. Además, alega 

                                                 
13 Id., Sentencia, Apéndice VI, págs. 398-399. 
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que dicha lista fue publicada en el 

rotativo de Primera Hora. No obstante, 

la copia de la primera lista le fue 

entregada a la querellante por otra 

empleada y la propia querellante 

admitió que desconoce quién pudo haber 

sido el autor de la misma. El correo 

electrónico con lista anejada al que la 

querellante se refiere menciona que fue 

redactada por un grupo de empleados o 

terceros que alegadamente apoyaban a 

otro candidato distinto a la Dra. Iris 

Mercado para la Rectoría. Según lo 

admitió en su deposición, la 

querellante tampoco conoce el autor de 

esa otra lista. Por último, el propio 

reportaje en el cual se publicó la 

lista en el rotativo de Primera Hora 

imputa la entrega y publicación de 

dicha lista a la Asociación de 

Profesores Universitarios de Puerto 

Rico (“APPA”). Ante ello, la 

querellante no puede reclamar daños a 

la UPR por la alegada creación y/o 

publicación de una lista, debido a que 

la UPR no fue la que publicó la misma 

en dicho rotativo. 

 

Por último, la conducta a la que 

la querellante se refiere como carpeteo 

dicta [sic] mucho de ser el alegado 

“carpeteo” sancionado y/o analizado en 

el caso Noriega Rodríguez v. Hernández 

Colón, [supra]. […] La querellante en 

el caso de epígrafe no ha alegado que 

se haya creado una lista de la cual 

haya formado parte y que haya sido 

utilizada para los mismos propósitos 

que las listas y/o expedientes 

cuestionados en el caso Noriega v. 

Hernández, supra. Más aún, la creación 

de la lista alegada por la querellante 

aparenta ser una situación fortuita 

atribuible a terceros no relacionados 

con la administración de la UPR-Utuado. 

Por lo tanto, la querellante no fue 

carpeteada a tenor con lo resuelto en 

Noriega v. Hernández, supra.
14
 

 

 En cuanto a la reclamación de discrimen político 

concluyó: 

[…] La querellante no fue objeto de una 

acción adversa o perjudicial; existían 

motivos racionales para su remoción del 

puesto de confianza que ostentaba y no 

tenía una clara afiliación política. 

 

 La acción perjudicial alegada por 

la querellante fue su remoción del 

                                                 
14 Id., págs. 399-400. 
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puesto de Directora de Admisiones. El 

puesto de Director(a) de Admisiones 

estaba clasificado como un puesto en el 

servicio de confianza. […] Según 

nuestro ordenamiento legal, los puestos 

de confianza son de libre selección y 

remoción, por lo que la autoridad 

nominadora tiene facultad de destituir 

a un empleado de confianza sin 

necesidad de formulación de cargos ni 

de la celebración de una vista 

administrativa. […] Ante ello, el 

Rector tenía la facultad de remover a 

la querellante del puesto de Directora 

de Admisiones sin necesidad de 

formulación de cargos previo a su 

remoción. Luego de la remoción, la 

querellante fue reinstalada en su 

puesto de Oficial de Admisiones II en 

el servicio de carrera. Por lo que, 

concluimos que la remoción de la 

querellante del puesto de Directora de 

Admisiones no constituyó una acción 

adversa o perjudicial por ésta no tener 

derecho a permanecer en dicho puesto de 

forma indefinida. 

 

 Aún asumiendo que la remoción de 

la querellante pueda catalogarse como 

una acción adversa, la querellante no 

pudo establecer que no existían motivos 

racionales para su remoción y/o que su 

remoción se debió exclusivamente a su 

ideología política. La querellante 

tampoco tenía una clara identidad 

política. A pesar de que la querellante 

alega que votaba por el PPD, admitió 

que no milita en ningún partido 

político, no asiste a actividades 

políticas ni trabaja en colegios. 

Incluso, admitió que su ideología 

política no era de conocimiento 

público. 

 

 Por el contrario, la querellada 

estableció que su remoción estuvo 

basada en motivos razonables no 

relacionados a la ideología política de 

la querellante. La prueba reflejó que a 

febrero de 2011 el Recinto de Utuado 

venía sufriendo una baja en los 

estudiantes que solicitaban admisión a 

dicha unidad en comparación con el año 

anterior y que el porciento (%) de 

estudiantes que se matriculaban en 

dicha unidad institucional provenientes 

de escuelas superiores venía 

reduciéndose significativamente desde 

el primer semestre del año académico 

2006-2007 al primer semestre del año 

académico 2009-2010, tiempo en el cual 

la querellante estuvo a cargo de la 

Oficina de Admisiones. Dicha baja fue 
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objeto de observación por la MSC en 

marzo de 2011. Esos factores en unión 

al interés de la nueva administración 

de aumentar significativamente las 

admisiones; la actitud de la 

querellante y un incidente con un 

estudiante traídos a la atención del 

Rector constituían motivos razonables 

no discriminatorios para remover a la 

querellante de su puesto de confianza. 

La querellante no aportó prueba alguna 

para refutar el motivo o justificación 

razonable ofrecida por la querellada 

para removerla del puesto de Directora 

de Admisiones.
15
 

 

 Por último, estableció que la reclamación de 

represalias instada por la señora Robles era 

inmeritoria. En específico, dispuso: 

[…] La querellante presentó una 

Apelación ante un foro intermedio de la 

UPR para revisar la determinación del 

Director de recursos Humanos en cuanto 

su solicitud de reclasificación. Tal 

acción no es una protegida bajo la Ley 

115 al no ser un foro externo a su 

patrono. Aunque la Ley 115 fue 

enmendada mediante la Ley Núm. 169 

aprobada el 29 de septiembre de 2014 

(“Ley 169”) para disponer que los 

procedimientos internos de una empresa 

es uno de los foros donde aplicará la 

protección de los trabajadores contra 

represalias por ofrecer testimonio, 

expresión o información, dicha enmienda 

es inaplicable al caso de epígrafe por 

haber sido aprobada con posterioridad a 

los hechos en que se basa la 

reclamación de la querellante en este 

caso. 

  

 Aun asumiendo que la presentación 

de la Apelación ante la Junta de 

Apelaciones haya constituido una 

actividad protegida al amparo de la Ley 

115, no existe proximidad temporal 

entre la remoción de la querellante del 

cargo de Directora de Admisiones. La 

Apelación para revisar la determinación 

fue presentada en abril de 2010 y la 

remoción de la querellante del cargo de 

Directora se efectuó en abril del 2011, 

o sea, un año después de la querellante 

haber incurrido en la actividad 

protegida. Ante ello, su remoción del 

puesto no fue subsiguientemente a la 

presentación de la Apelación ante la 

Junta de Apelaciones. Incluso, debemos 

                                                 
15 Id., págs. 401-402. 
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destacar que al momento de la 

presentación de su Apelación, la 

querellante estaba desempeñando su 

puesto de carrera como Oficial de 

Admisiones y en julio de 2010 se le 

solicitó ocupar el cargo de Directora 

de Admisiones, funciones por las que se 

le retribuyó mediante una compensación 

adicional. Por lo que procede la 

desestimación de dicha causa.
16
 

 

 El 2 de julio de 2015, la señora Robles presentó 

una Moción en Solicitud de Reconsideración.
17
 La UPR 

presentó su Oposición a Moción de Reconsideración.
18
 

Mediante Resolución emitida el 19 de agosto de 2015, 

el TPI denegó la solicitud de reconsideración.
19
 

 Inconforme con la determinación, la apelante 

presentó una Apelación en la que alega la comisión de 

los siguientes errores: 

1) ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE 

INSTANCIA AL DETERMINAR QUE EN EL 

PRESENTE CASO PROCEDE SENTENCIA 

SUMARIA PORQUE NO HAY HECHOS EN 

CONTROVERSIA O DEBIDAMENTE 

CONTROVERTIDOS Y SOLO RESTA LA 

APLICACIÓN DEL DERECHO. 

 

2) ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE 

INSTANCIA AL ADJUDICAR CREDIBILIDAD 

EN UNA SENTENCIA SUMARIA LO QUE ESTA 

VEDADO EN ESTA ETAPA DE LOS 

PROCEDIMIENTOS. 

 

3) ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL AL 

CONCLUIR QUE NO HUBO DISCRIMEN 

POLITICO POR CARPETEO, NI LISTAS 

NEGRAS, CUANDO SE PRODUJERON DOS 

LISTAS QUE CIRCULARON POR LOS 

SISTEMAS DE COMPUTADORA DEL APELADO, 

SE PUBLICARON EN LA PRENSA E INTERNET 

Y CONTENIAN EL NOMBRE DEL APELANTE 

IDENTIFICANDOLO POR SU AFILIACION 

POLITICA, ASI COMO TODOS LOS QUE 

OCUPABAN PUESTOS DE DIRECTOR Y FUE 

REMOVIDO DE SU PUESTO DE DIRECTOR 

LUEGO DE LA PUBLICACIÓN DE DICHA 

LISTA. 

 

4) ERRO EL HONORABLE TRIBUNAL AL 

CONCLUIR QUE NO PROCEDIA UNA ACCION 

                                                 
16 Id., págs. 404-405. 
17 Escrito de Apelación, Moción en Solicitud de Reconsideración, 

Apéndice VII, págs. 406-414. 
18 Id., Apéndice IX, págs. 416-419. 
19 Id., Apéndice XI, págs. 421-422. 
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DE REPRESALIAS POR DOS QUERELLAS 

INTERNAS ANTE EL APELADO, POR NO 

CONSTITUIR ACTIVIDAD PROTEGIDA A 

PESAR DE QUE LA UPR ES UNA 

INSTRUMENTALIDAD DEL GOBIERNO Y POR 

ELLO LAS QUEJAS INTERNAS SI ESTAN 

PROTEGIDAS CONFORME A LO RESUELTO EN 

RIVERA PRUDENCIO VS. MUNICIPIO DE SAN 

JUAN 2007 JTS 24 Y CORDERO VS. UPR 

2013 TSPR 25. ADEMAS SU RECLAMO ANTE 

EL FONDO, TERCERA ACTIVIDAD 

PROTEGIDA, ESTA CUBIERTA POR LEY 

(RIVERA VS. ACTION CORP., 2012 TSPR 

73). ADEMAS CONCLUYO QUE NO MEDIO 

PROXIMIDAD TEMPORAL, A PESAR DE QUE 

LAS ACTIVIDADES PROTEGIDAS ESTABAN 

BAJO TRAMITES O CONCLUYERON EN FECHA 

CERCANA A LAS ACCIONES REPRESIVAS. 

 

5) ERRO EL HONORABLE TRIBUNAL DE 

INSTANCIA AL CONCLUIR QUE LA 

RECLAMACION ESTABA PRESCRITA. 

 

Examinados los escritos de las partes y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver. 

-II- 

A. 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal 

extraordinario y discrecional, que tiene el propósito 

de facilitar la solución justa y rápida de los 

litigios y casos civiles que no presenten 

controversias genuinas de hechos materiales y que, por 

lo tanto, no ameritan la celebración de una vista en 

su fondo.
20
 Se trata de un mecanismo para aligerar la 

tramitación de un caso, cuando de los documentos que 

acompañan la solicitud surge que no existe disputa 

sobre algún hecho material y lo que procede es la 

aplicación del derecho.
21
 

Al respecto, la Regla 36.1 de las Reglas de 

Procedimiento Civil dispone que un reclamante debe 

“presentar una moción fundada en declaraciones juradas 

                                                 
20 Reyes Sánchez v. Eaton Electrical, 189 DPR 586, 594 (2013); 

Ramos Pérez v. Univisión de P.R., 178 DPR 200, 213 (2010). 
21 Ramos Pérez v. Univisión de P.R., supra, pág. 214. 
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o en aquella evidencia que demuestre la inexistencia 

de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia 

sumariamente a su favor sobre la totalidad o cualquier 

parte de la reclamación solicitada”.
22
 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico, en adelante 

TSPR, ha declarado enfáticamente que quien se opone a 

una solicitud de sentencia sumaria tiene que ceñirse a 

ciertas exigencias en lo atinente a los hechos.
23
 Esto 

es, recae sobre el oponente la obligación de citar 

específicamente los párrafos, según enumerados en el 

escrito de sentencia sumaria, que entiende están en 

controversia, y para cada uno, detallar la evidencia 

admisible que fundamenta su alegación, y especificar 

la página o sección de la evidencia que contradice o 

refuta el hecho.
24
 Además, el oponente puede someter 

hechos materiales adicionales que alegadamente no 

están en controversia y que impiden la solución 

sumaria del conflicto.
25
 De así hacerlo, tiene la 

responsabilidad de, al igual que el proponente, 

enumerar los hechos en párrafos separados e indicar la 

pieza de evidencia que sostiene el hecho, con 

referencia específica a la parte de la evidencia que 

lo apoya.
26
 

Recientemente, el TSPR reiteró en Meléndez 

González, et als. v. M. Cuebas, Inc. y Bohío Int., 

Corp., que: 

La parte que se opone a una Moción de 

Sentencia Sumaria tiene el deber de 

                                                 
22 Regla 36.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.1. 
23 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 432 (2013). 
24 Id.; 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (b)(2).  
25 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 432.   
26 Id.; Regla 36.3 (b)(3) de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.3 (b)(3).   
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presentar una Oposición a la solicitud 

presentada y de acuerdo con los 

requisitos de forma que exige la citada 

Regla 36 de Procedimiento Civil, traer 

a la atención del Tribunal la evidencia 

que demuestra que existen hechos 

materiales en controversia.
27
 

 

Por otro lado, la Regla 36.3 (c) dispone, que “la 

parte contraria no podrá descansar solamente en las 

aseveraciones o negaciones contenidas en sus 

alegaciones, sino que estará obligada a contestar en 

forma tan detallada y específica, como lo haya hecho 

la parte promovente. [De lo contrario], se dictará la 

sentencia sumaria en su contra si procede”.
28
 En 

armonía con lo anterior, aquella parte que se oponga a 

que se dicte sentencia sumaria no puede cruzarse de 

brazos y descansar en sus alegaciones.
29
 No obstante, 

“la omisión en presentar evidencia que rebata aquella 

presentada por el promovente, no necesariamente 

implica que procede dictar sentencia sumaria de forma 

automática”.
30
 

Así pues, al dictar sentencia sumaria el Tribunal 

de Primera Instancia analizará los documentos que 

acompañan la moción del proponente y los documentos 

incluidos en la del opositor y aquellos otros que 

obren en el expediente del Tribunal. Si procede en 

derecho y si el oponente no responde de forma 

detallada y específica a una solicitud debidamente 

formulada, entonces el Tribunal dictará sentencia 

sumaria a favor del promovente.
31
   

                                                 
27 193 DPR ___ (2015), 2015 TSPR 70, págs. 25-26.  
28 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (c). 
29 Córdova Dexter v. Sucn. Ferraiuoli, 182 DPR 541, 556 (2011). 

Véase además, Piovanetti v. S.L.G. Touma y otros, 178 DPR 745, 

774 (2010). 
30 Córdova Dexter v. Sucn. Ferraiuoli, supra, pág. 556. 
31 Véase, Regla 36.3 (b)(2) de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.3 (b)(2); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra. 
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Además, determinará si el oponente controvirtió 

algún hecho material o si hay alegaciones de la 

demanda que no han sido controvertidas o refutadas en 

forma alguna por los documentos.
32
 De la misma forma, 

el juzgador tiene la potestad de excluir aquellos 

hechos, de cualquiera de las partes, que no hayan sido 

correctamente enumerados o que no tengan correlación 

específica a la evidencia admisible que alegadamente 

los sostiene.
33
   

 Debemos añadir que el juzgador no está obligado a 

tomar en cuenta aquellas partes de las declaraciones 

juradas o de cualquier otra evidencia admisible que no 

esté particularmente citada por las partes en el 

escrito correspondiente.
34
 Empero, toda duda en cuanto 

a la existencia de una controversia debe resolverse en 

contra de la parte que solicita la sentencia sumaria.
35
  

Finalmente, en Meléndez González, et als. v. M. 

Cuebas, Inc. y Bohío Int., Corp, supra, el TSPR 

estableció el estándar específico que debe utilizar el 

Tribunal de Apelaciones para la revisión de la 

procedencia de una sentencia sumaria: 

Primero, reafirmamos lo que 

establecimos en Vera v. Dr. Bravo, 

supra, a saber: el Tribunal de 

Apelaciones se encuentra en la misma 

posición del Tribunal de Primera 

Instancia al momento de revisar 

Solicitudes de Sentencia Sumaria. En 

ese sentido, está regido por la Regla 

36 de Procedimiento Civil, supra, y 

aplicará los mismos criterios que esa 

regla y la jurisprudencia le exigen al 

foro primario. Obviamente, el foro 

apelativo intermedio estará limitado en 

el sentido de que no puede tomar en 

consideración evidencia que las partes 

                                                 
32 López Colón v. Miranda Marín, 166 DPR 546, 562-563 (2005).   
33 Regla 36.3 (d) de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.3 (d); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 433. 
34 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 433. 
35 Vera Morales v. Bravo, 161 DPR 308, 332-333 (2004); Véase 

además, Córdova Dexter v. Sucn. Ferraiuoli, supra.  
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no presentaron ante el Tribunal de 

Primera Instancia y no puede adjudicar 

los hechos materiales en controversia, 

ya que ello le compete al foro primario 

luego de celebrado un juicio en su 

fondo. La revisión del Tribunal de 

Apelaciones es una de novo y debe 

examinar el expediente de la manera más 

favorable a favor de la parte que se 

opuso a la Moción de Sentencia Sumaria 

en el foro primario, llevando a cabo 

todas las inferencias permisibles a su 

favor.  

 

Segundo, por estar en la misma 

posición que el foro primario, el 

Tribunal de Apelaciones debe revisar 

que tanto la Moción de Sentencia 

Sumaria como su Oposición cumplan con 

los requisitos de forma codificados en 

la Regla 36 de Procedimiento Civil, 

supra, y discutidos en SLG Zapata-

Rivera v. JF Montalvo, supra. 

 

Tercero, en el caso de revisión de 

una Sentencia dictada sumariamente, el 

Tribunal de Apelaciones debe revisar si 

en realidad existen hechos materiales 

en controversia. De haberlos, el foro 

apelativo intermedio tiene que cumplir 

con la exigencia de la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil y debe exponer 

concretamente cuáles hechos materiales 

encontró que están en controversia y 

cuáles están incontrovertidos. Esta 

determinación puede hacerse en la 

Sentencia que disponga del caso y puede 

hacer referencia al listado numerado de 

hechos incontrovertidos que emitió el 

foro primario en su Sentencia. 

 

Cuarto, y por último, de encontrar 

que los hechos materiales realmente 

están incontrovertidos, el foro 

apelativo intermedio procederá entonces 

a revisar de novo si el Tribunal de 

Primera Instancia aplicó correctamente 

el Derecho a la controversia.
36
 

 

B. 

El Artículo II, Sección 1 de la Constitución del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico dispone que “[n]o 

podrá establecerse discrimen alguno por motivo de 

raza, color […] ni ideas políticas o religiosas”.
37
 En 

virtud de este mandato, los empleados públicos gozan 

                                                 
36 193 DPR ___ (2015), 2015 TSPR 70, págs. 21-22. (Énfasis en el 

original). 
37 Art. II, Sec. 1, Const. ELA, LPRA, Tomo 1. 
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de protección en sus cargos contra el discrimen por 

ideas políticas.
38
  

Conforme lo anterior, el TSPR ha resuelto que los 

empleados gubernamentales, sean estos irregulares, de 

confianza o transitorios, no pueden ser despedidos por 

razón de sus ideas políticas, a menos que su 

afiliación política sea un elemento apropiado para el 

desempeño de los deberes de su puesto.
39
 Esta norma 

tiene apoyo en la libertad de asociación protegida por 

la Primera Enmienda a la Constitución federal y en la 

Carta de Derechos de la Constitución del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico.
40
  

Sobre los aspectos procesales y probatorios, cabe 

destacar que en una demanda en la que el empleado 

gubernamental alegue que fue separado de su empleo por 

razón de discrimen político, el demandante no puede 

descansar en una mera alegación de discrimen y en 

cambio tiene el peso inicial de presentar prueba de la 

que se pueda inferir el supuesto discrimen. Para 

sustentar sus alegaciones, no es necesario que el 

demandante presente prueba directa de tal discrimen, 

puede hacer uso de prueba circunstancial y las 

presunciones que le favorezcan.
41
 

En Abrams Rivera v. E.L.A. el TSPR explicó los 

métodos para probar un caso de discrimen político. 

Dispuso: 

                                                 
38 López v. Miranda, 166 DPR 546, 558 (2005); Alberty v. Bco. 

Gubernamental de Fomento, 149 DPR 655, 662-663 (1999). 
39 Aponte Burgos v. Aponte Silva, 154 DPR 117, 133-135 (2001) 

(empleados transitorios); Ramos v. Srio. de Comercio, 112 DPR 

514, 515-516 (1982) (empleados de confianza); Báez Cancel v. 

Alcalde Mun. de Guaynabo, 100 DPR 982, 987 (1972) (empleados 

irregulares). 
40 McCrillis v. Aut. Navieras de P.R., 123 DPR 113, 139 (1989). 

Véase, además, Franco v. Municipio de Cidra, 113 DPR 260, 264-265 

(1982). 
41 McCrillis v. Aut. Navieras de P.R., supra, pág. 140. 
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El demandante tiene dos vías para 

probar su caso de discrimen político: 

(1) probando el discrimen; o (2) 

valiéndose de la presunción a su favor 

al establecer un caso prima facie. Esta 

presunción está gobernada por las 

reglas de evidencia, que en una acción 

civil, impone a la parte contra la cual 

se establece la presunción, la carga de 

demostrar la inexistencia del hecho 

presumido. McCrillis v. Aut. Navieras 

de PR., supra. Esta presunción de 

discrimen político se establece cuando 

se establecen los siguientes hechos: 

“(1) ausencia de un motivo racional que 

justifique el despido y (2) la 

sustitución del empleado por otro de 

diferente afiliación política que 

resulte afín con la de la autoridad 

nominadora”. Íd., págs. 140-141. El 

demandante tiene que aportar prueba 

para establecer estos hechos para que 

la presunción opere a su favor y el 

demandado venga obligado a ofrecer 

prueba conducente a “demostrar la no 

existencia de los hechos básicos y, en 

consecuencia, la del hecho presumido”. 

Íd. Sólo si el demandado puede cumplir 

con esta segunda etapa probatoria, en 

su modalidad de ausencia de discrimen, 

es que el demandante viene obligado a 

presentar prueba de que su despido fue 

motivado por sus creencias políticas. 

Íd. 

 

La segunda vía que tiene el demandado 

para prevalecer en la acción en su 

contra es demostrando “que la posición 

que ocupaba el demandante está cubierta 

por una de las excepciones a la 

prohibición de despidos de empleados 

públicos por razones políticas”. 

McCrillis v. Aut. Navieras de PR., 

supra, págs. 142-143. Esto es, debe 

demostrar que para el cargo en 

cuestión, “la filiación política es un 

requisito adecuado para su desempeño 

efectivo”. Íd. De cumplirse con esta 

segunda etapa, en la modalidad de 

requisito apropiado, el dictamen 

favorecerá al demandado. 

 

En Rodríguez Cruz v. Padilla Ayala, 

125 D.P.R. 486 (1990), avalamos la 

doctrina pautada en Báez Cancel v. 

Alcalde Mun. de Guaynabo, supra. Allí, 

reafirmamos la “fuerte presunción” de 

discrimen que surge cuando el 

demandante despedido establece que: (1) 

su despido fue “en ausencia de motivo 

racional” y (2) “la sustitución por 

otro empleado de diferente afiliación 

política que resulta afín con la de la 
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autoridad nominadora”. Rodríguez Cruz 

v. Padilla Ayala, supra, pág. 502. 

Además, establecimos un tercer 

requisito para ser acreedor de la 

presunción de discrimen, a saber, que 

el demandante “está identificado 

claramente con un partido político”. 

Íd. Véase, además, López v. Miranda, 

[166 DPR 546, 559-560 (2005)].  

 

Según lo anterior, en Orta v. Padilla 

Ayala, 131 D.P.R. 227 (1992), aplicamos 

la presunción de discrimen político a 

favor de unos empleados que demostraron 

que: (1) eran miembros de un partido-

político no afín al de la autoridad 

nominadora; (2) se cesantearon con una 

causa que resultó ser falsa; y (3) se 

sustituyeron por empleados afín al 

partido político de la autoridad 

nominadora. Sin embargo, en Segarra v. 

Mun. de Peñuelas, 145 D.P.R. 770 

(1998), validamos la norma aplicada 

anteriormente para establecer la 

presunción de discrimen político en los 

casos de despidos de empleados de 

confianza. Esta es, hay que demostrar 

que (1) no existen motivos racionales 

para el despido; y (2) que el empleado 

demandante fue sustituido por una 

persona perteneciente a un partido 

distinto al suyo y afín al de la 

autoridad nominadora.
42
 

 

En este sentido, el TSPR ha resuelto que se 

establece una presunción o caso prima facie de 

discrimen político cuando el empleado público que 

tenía un nombramiento de confianza o transitorio 

demuestra que: (1) no hay un motivo racional para su 

despido; (2) el empleado fue sustituido por una 

persona que pertenece a un partido que es distinto al 

suyo y es el mismo de la autoridad nominadora; y (3) 

el empleado está claramente identificado con un 

partido político.
43
 Además, dicho empleado tiene el 

peso inicial de probar que la conducta protegida fue 

                                                 
42 178 DPR 914, 937-938 (2010). 
43 Rodríguez Cruz v. Padilla Ayala, supra, pág. 502; Báez Cancel 

v. Alcalde Mun. de Guaynabo, supra, pág. 990. 
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el factor sustancial, es decir, el factor más 

importante, para efectuar el despido.
44
  

Una vez el demandante establece la referida 

presunción, “se transfiere al Estado el peso de la 

prueba para que refute la prueba de discrimen 

presentada o pruebe afirmativamente que la afiliación 

política es un „requisito apropiado‟ para el desempeño 

efectivo del cargo en cuestión”.
45
 En este tipo de 

casos, el Estado puede, aparte de refutar la prueba de 

discrimen político, demostrar que las funciones del 

puesto que ocupaba el demandante le requerían 

participar en el diseño de la política pública de la 

agencia, hacían copartícipe de información 

confidencial o exigían ejercer cualquier otro deber de 

tal índole que pudiera entenderse que la afiliación 

política era un requisito apropiado para el desempeño 

del puesto.
46
  

Si la autoridad nominadora no aporta prueba o, la 

que presenta no convence al juzgador, éste, por 

operación de la presunción, tiene que concluir que el 

hecho presumido ocurrió; esto es, que hubo discrimen.
47
 

No obstante, si el Estado articula un motivo no 

discriminatorio, la presunción de discrimen queda 

destruida y el empleado tiene que presentar prueba de 

que la razón esbozada por el patrono fue un mero 

pretexto y, si no fuera por su afiliación política, no 

se le hubiese despedido.
48
 Ello implica que solamente 

si la autoridad nominadora puede cumplir con esta 

segunda etapa probatoria, en su modalidad de ausencia 

                                                 
44 López v. Miranda, supra, págs. 559-560. 
45 Rodríguez Cruz v. Padilla Ayala, supra, págs. 502-503. 
46 McCrillis v. Aut. Navieras de P.R., supra, págs. 142-143. 
47 Rosario y otros v. Jiménez Velázquez, 170 DPR 525, 536 (2007). 
48 McCrillis v. Aut. de Navieras de P.R., supra, pág. 142. 
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de discrimen, es que el demandante viene obligado a 

presentar prueba de que su despido fue motivado por 

sus creencias políticas.
49
 

Finalmente, desde Noriega v. Hernández Colón, 

supra, el TSPR declaró inconstitucional la práctica de 

preparar, actualizar y preservar expedientes, 

carpetas, listas o ficheros, etc., de personas, 

agrupaciones y organizaciones, única y exclusivamente 

por creencias o tendencias políticas e ideológicas. 

Por ello, el TSPR ordenó la entrega de dichos 

documentos a las personas y entidades afectadas. 

-III- 

En los primeros tres señalamientos de error la 

apelante, en esencia, sostiene que existen hechos 

materiales en controversia que impedían adjudicar 

sumariamente su reclamación por discrimen político, la 

que calificó como “carpeteo político”, y que cuenta 

con prueba para refutar la teoría de la apelada. No 

tiene razón.  

En la Moción de Sentencia Sumaria y de la prueba 

presentada por la apelada surge prueba suficiente y no 

controvertida de que la señora Robles no fue objeto de 

discrimen político.  

Según indicado, el demandante que alegue que el 

Estado ha tomado ilegalmente sus creencias político-

partidistas para actuar en perjuicio de su empleo 

tiene dos vías para probar su acción, a saber: 1) 

probando el discrimen o 2) valiéndose de la presunción 

a su favor al establecer un caso prima facie de 

discrimen. Establecido lo anterior, el demandado debe 

rebatir la presunción probando al menos uno de los 

                                                 
49 Abrams Rivera v. E.L.A., supra. 
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siguientes requisitos, a saber: 1) que el despido fue 

justificado o 2) que el despido no fue 

discriminatorio. Sólo si en esta segunda etapa el 

patrono no cumple con su carga probatoria, es que se 

debe resolver de acuerdo a la presunción establecida. 

En el caso de un empleado de confianza es necesario 

probar, además, un tercer requisito, a saber: 3) que 

está claramente identificado con un partido político.
50
 

La apelada sustentó con prueba que el despido de 

la señora Robles se debió a la baja en el número de 

estudiantes que solicitaban admisión en el Recinto de 

Utuado para el año académico 2006-2007 y 2009-2010; la 

actitud de la apelante hacia los estudiantes; un 

incidente informado al Rector Interino, por la Sra. 

Silma Maldonado Oliver, en adelante Sra. Maldonado, 

quién se desempeñaba como Decana de Asuntos 

Estudiantiles
51
; y el interés de la nueva 

                                                 
50 Abrams Rivera v. E.L.A., supra, págs. 939-940. 
51 En específico, la Sra. Maldonado informó: 

[…] Durante el mes de marzo de 2011, la 

Hermandad de Empleados No Docentes de la 

Universidad de Puerto Rico decretó un paro de 

24 horas y realizó una manifestación en la UPR-

Utuado. A pesar del paro y manifestación, el 

Prof. Eladio González, Rector en ese entonces, 

instruyó a todo el personal de confianza y 

directivo que tendrían que asistir a trabajar. 

 

Mientras [la Sra. Maldonado] [s]e dirigía al 

Recinto por la entrada, otra empleada [le] 

informó que en los portones estaba una 

estudiante de escuela superior y solicitante al 

Recinto que intentaba entregar unos documentos 

relacionados con su solicitud de admisión pero 

no había podido entregar los mismos por la 

manifestación. [La Sra. Maldonado] habl[ó] con 

el estudiante y tom[ó] los documentos para 

entregarlos. 

 

Una vez [la Sra. Maldonado] tuvo[o] acceso al 

Recinto y lleg[ó] a [su] oficina, [s]e 

comunic[ó] al celular de la Sra. María V. 

Robles, Directora de Admisiones en ese momento, 

para informarle que tenía unos documentos 

relacionados a la solicitud de admisión de un 

estudiante que se presentó ese día a 

entregarlos. Con un tono inadecuado, la Sra. 

Robles [l]e indicó que estaba en la 

manifestación y que no iba a subir. […] 
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administración en aumentar el número de admisiones 

para el año académico 2011-2012.  

Esta prueba surge del “Self Study Report” 

sometido por el Recinto de Utuado el 11 de enero de 

2011 para la MSC; el Informe de Distribución del IMI y 

Cupo 2011-2012 preparado por la apelante el 2 de 

febrero y 3 de marzo de 2011; el Informe Preliminar de 

Estado de Matrícula: Segunda Sesión Año Académico 

2010-2011 preparado por la Vicepresidencia en Asuntos 

Académicos el 15 de febrero de 2011; una Declaración 

Jurada tomada a la Sra. Maldonado el 4 de noviembre de 

2013; y una Declaración Jurada tomada al Sr. Eladio 

González Fuentes el 1 de noviembre de 2013.
52
 

Con esta prueba se derrotó claramente la 

presunción prima facie de discrimen pues se estableció 

incontrovertidamente que la señora Robles fue removida 

de su puesto de confianza por motivos razonables y no 

relacionados a la ideología política de la apelante. 

Para evitar una sentencia sumaria en su contra, la 

señora Robles debía demostrar que contaba con prueba 

de su causa de acción. Asimismo, el peso para probar 

su reclamación pasó a la señora Robles. 

En su Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria 

la apelante alegó que existía controversia sobre: 1) 

si fue objeto de discrimen político por parte de la 

UPR; 2) si fue objeto de carpeteo político a la luz de 

la doctrina establecida en Noriega Rodríguez v. 

                                                                                                                                     
Véase, Escrito de Apelación, Moción de Sentencia Sumaria, Ap. 

III, Declaración Jurada de la Sra. Maldonado, págs. 229-230. 
52 Escrito de Apelación, Moción de Sentencia Sumaria, Ap. III, 

págs. 126-218 (Self Study Report 2005-2010 Submitted to Middle 

State Commission on Higher Education); págs. 219-222 

(Distribución del IMI y Cupo 2011-2012); págs. 223-227 (Informe 

Preliminar de Estado de Matrícula: Segunda Sesión Año Académico 

2010-2011); págs. 229-230 (Declaración Jurada de la Sra. 

Maldonado); págs. 231-233 (Declaración Jurada del Sr. Eladio 

González Fuentes). 
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Hernández Colón, supra; 3) si fue desprovista de su 

puesto de Directora de Admisiones por razones de 

discrimen político partidista; y 4) si fue objeto de 

represalias al negársele el derecho a 

reclasificación.
53
 

Además, sostuvo que los hechos núms. 5, 7, 11-12, 

24, 26-27, 34, 38-39, 41-43, 45-50 y 56-63 de la 

Moción de Sentencia Sumaria estaban en controversia. 

Para controvertir los hechos a los que hizo referencia 

afirmó que: 1) el puesto de Director de Admisiones no 

está adscrito al servicio de confianza; 2) altos 

funcionarios de la UPR en la esfera administrativa 

también realizaron comentarios de naturaleza 

discriminatoria por razones políticas; 3) fue 

discriminada en el proceso de reclasificación de su 

puesto porque los funcionarios que atendieron su 

solicitud alegadamente estaban afiliados al PNP; 4) 

fue nombrada al puesto de Directora Interina “Ad 

Honorem” y que a otros directores por ser PNP sí se 

les pagó por los servicios prestados; 5) es necesario 

evaluar los resultados en las admisiones en otros 

Recintos que componen la UPR para compararlos y la UPR 

no presentó prueba sobre este particular; 6) la merma 

en la matrícula se debió a la huelga estudiantil; 7) 

es cuestionable el uso de affidavit según lo resuelto 

en SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, 189 DPR 414, 

(2013); 8) el Rector, Prof. Eladio González, estaba 

identificado con el PNP; y 9) la lista que 

identificaba a la señora Robles como afiliada al PPD 

                                                 
53 Id., Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria, Apéndice IV, 

págs. 263-350. 
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era de conocimiento de toda la comunidad universitaria 

por haberse publicado en el Periódico Primera Hora.
54
 

Un análisis de la Oposición a Solicitud de 

Sentencia Sumaria presentada por la apelante refleja 

que no controvirtió los hechos materiales en que se 

apoya la Moción de Sentencia Sumaria.  

En primer lugar, para controvertir la naturaleza 

del puesto de Directora de Admisiones, en su Oposición 

a Solicitud de Sentencia Sumaria, la apelante hace 

referencia a una Moción In Limine presentada por la 

apelada, en la cual solicita la exclusión de los 

correos electrónicos titulados “FW: Status Real UPR 

Utuado Político” y “Status UPR Utuado” y los artículos 

publicados en los periódicos Primera Hora y El Nuevo 

Día titulados “Ratifican Rectora de Utuado sin 

Investigarla”, “Nombran a otros tres rectores de la 

U.P.R.”, Nombran a rectores polémicos en la UPR” y 

“Ratifican Rectores de Utuado y Cayey de la U.P.R.”.
55
 

No obstante, dichos documentos no tienen relación con 

lo alegado por ésta. Por otro lado, surge de los 

documentos que acompañó la Sra. Robles para sustentar 

su posición, que el puesto de Directora de Admisiones 

está adscrito al servicio de confianza.
56
 Cabe señalar 

además que la apelante admitió que su puesto de 

Directora de Admisiones era de confianza.
57
  

Por otro lado, la apelante alega que altos 

funcionarios de la UPR en la esfera administrativa 

también realizaron comentarios de naturaleza 

discriminatoria por razones políticas. Para sustentar 

                                                 
54 Id. 
55 Véase, Moción de Sentencia Sumaria, Ap. III, págs. 423-457. 
56 Escrito de Apelación, Oposición a Solicitud de Sentencia 

Sumaria, Exhibit III, pág. 304. 
57 Id., Moción de Sentencia Sumaria, Ap. III, pág. 240 (Solicitud 

de Evaluación de 14 de abril de 2011). 



 
 

 
KLAN201501498    

 

26 

su alegación, la apelante hace referencia a dos 

artículos publicados en El Nuevo Día titulados “Los 

síndicos de la UPR evalúan las rectorías calientes” y 

“Nombran a rectores polémicos en la UPR”, publicados 

el 9 y 10 de septiembre de 2010, respectivamente. 

Dichos artículos no aportan prueba alguna que 

controvierta la teoría de la apelada.
58
 Por otra parte, 

en la Deposición que acompañó su Oposición a Solicitud 

de Sentencia Sumaria, la señora Robles se limitó a 

responder:  

R. Entre esas personas está el actual 

Decano de Administración, el Sr. Edgar 

Del Toro. 

[…] 

R. […] El Sr. Gustavo Matos. 

 

P. ¿Se lo dijeron personalmente? 

 

R. Sí. Nosotros pasábamos unos… pues 

ellos pasaban por el pasillo y delante 

de uno “Ya mismo los vamos a sacar a 

todos ustedes los Populares.” O en la 

oficina iban… 

[…] 

R. […] yo pasaba y entonces… uno pasaba 

por el pasillo y ellos estaban “Ah, 

vamos a sacar a los Populares.” Y me 

señalaban. O iban a la oficina y en el 

“counter” se paraban y desde el 

“counter” me gritaban “Ah, ya mismo los 

vamos a sacar…” 

 

P Okay. ¿Y Edgardo Del Toro es ahora 

mismo qué? 

 

R. Decano de Administración. 

 

P. ¿Y para aquel tiempo era decano…? 

¿Cuándo fueron estos comentarios? 

 

R. En el 2010 él era Director de 

Presupuesto, bajo la incumbencia… 

 

P. ¿Esos comentarios fueron 2010, más o 

menos? 

 

R.  Sí, más o menos, para el tiempo de 

las elecciones ese año, año y medio que 

estaban… […]
59
 

                                                 
58 Escrito de Apelación, Oposición a Solicitud de Sentencia 

Sumaria, Exhibits XXVII-XXVIII, págs. 341-348. 
59 Id., Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria, Exhibits XXII-

XXIII, págs. 334-335. 
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 Consistentemente el TSPR ha establecido que “en 

un procedimiento de sentencia sumaria las 

declaraciones juradas que contienen sólo conclusiones, 

sin hechos específicos que las apoyen, no tienen valor 

probatorio, siendo, por lo tanto, insuficientes para 

demostrar la existencia de lo que allí se concluye”.
60
  

En cuanto al proceso de reclasificación de su 

puesto, la apelante alega que fue discriminada porque 

los funcionarios que atendieron su solicitud 

alegadamente estaban afiliados al PNP. No obstante, de 

la prueba presentada por la apelante no surge prueba 

alguna que establezca algún acto específico de 

discrimen por parte de los funcionarios que efectuaron 

la determinación inicial de reclasificación.
61
 En 

consecuencia, tenemos que concluir que su reclamación 

se basa en meras alegaciones. Adviértase, además, que 

la solicitud de reclasificación fue presentada ante la 

Oficina de Recursos Humanos el 9 de noviembre de 

2009;
62
 el 26 de marzo de 2010 el Sr. José A. García 

Fabián, Director de Recursos Humanos denegó la 

solicitud de reclasificación;
63
 y la alegada 

circulación de los correos electrónicos identificando 

a los empleados por afiliación política y los 

artículos publicados en los periódicos Primera Hora y 

El Nuevo Día ocurrieron en septiembre de 2010.
64
 Por 

tanto, concluimos que no existe un vínculo entre la 

                                                 
60 Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 DPR 714, 722 

(1986). Véase, además, PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., 

136 DPR 881, 913 (1994). 
61 Véase, Escrito de Apelación, Oposición a Solicitud de Sentencia 

Sumaria, Exhibits XII-XV, págs. 315-322. 
62 Escrito de Apelación, Moción de Sentencia Sumaria, Ap. III, 

pág. 100. 
63 Id., págs. 109-114. 
64 Véase, Escrito de Apelación, Oposición a Solicitud de Sentencia 

Sumaria, Exhibits XII-XV, págs. 315-322. 
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alegada publicación de las listas y la determinación 

de no reclasificación de la apelante. 

Por otro lado, la apelante alega que fue 

discriminada porque fue nombrada al puesto de 

Directora Interina “Ad Honorem” y que a otros 

directores por ser PNP sí se les pagó por los 

servicios prestados. Para sustentar su alegación, la 

apelante hace referencia a un extracto de su 

Deposición que acompañó con su oposición. En la misma, 

la señora Robles se limitó a declarar: 

R. “Ad honorem”, sí. Después de la 

huelga la rectora devuelve al Sr. Juan 

Rivera su puesto original, que es 

Enfermero. Y solicita a esta servidora 

que… A mí me… a mi oficina me llega la 

carta nombrándome Directora de 

Admisiones “ad honorem”. Y entonces yo 

pido reunirme con ella. Yo creo que se 

envió copia. De la carta. 

[…] 

R. Solicitando una reunión con ella 

porque yo no tenía problemas en 

trabajar sin paga, siempre y cuando los 

demás compañeros que estaban en 

funciones directivos también fuera de 

igual manera. Pero que yo había 

investigado y que para mi sorpresa los 

compañeros estaba siendo remunerados. Y 

que lo que yo pedía era que se me 

pagara de igual manera que a los 

compañeros. Entonces ella en la reunión 

me dice que no había dinero, que no se 

me podía pagar lo mismo que ellos. Y 

entonces me pagan, pero la mitad de lo 

que pagaban los demás. 

[…] 

R. Que, incluso, el señor… el que 

indicaba que no había dinero era el Sr. 

Edgar Del Toro, que era uno de los que 

me decía que los populares los iban a 

sacar, era el director de Presupuesto. 

[…] 

P. ¿Pero él fue el que le dijo que no 

había dinero? 

 

R. A la rectora. 

 

P. Okay. ¿Y cómo usted sabe que él le 

dijo eso? 
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R. Porque ella me lo dijo, que lo único 

que pudo conseguir fueron cuatrocientos 

($400) dólares para pagarme.
65
 

 

Dicha prueba no es suficiente para establecer que 

a otros funcionarios en puestos similares o de 

confianza, por ser afiliados al PNP, recibieron una 

compensación mayor que la apelante. Nuevamente, 

estamos ante una declaración jurada conclusoria, 

insuficiente para probar la presunta alegación 

impugnatoria.  

Respecto a la necesidad de evaluar los resultados 

en las admisiones en otros Recintos que componen la 

UPR y que la merma en la matrícula se debió a la 

huelga estudiantil, destacamos que la apelante no 

aportó prueba alguna sobre este particular. Si la 

apelante entendía que el TPI debía considerar otra 

evidencia relacionada a las admisiones en otros 

Recintos, debió presentar la misma y no cruzarse de 

brazos. En los casos de discrimen político, el 

demandante no puede descansar en una mera alegación de 

discrimen y tiene el peso inicial de presentar prueba 

de la que se pueda inferir el mismo.
66
  

Por otro lado, la apelante alega que los hechos 

Núms. 45, 46 y 47 en que se basa la Moción de 

Sentencia Sumaria debían considerarse controvertidos 

por estar apoyados en una declaración jurada, 

contrario a lo resuelto en SLG Zapata-Rivera v. JF 

Montalvo, supra.
67
 Al respecto, es forzoso concluir que 

la norma invocada por la apelante no es de aplicación 

a las circunstancias particulares de este caso. En SLG 

                                                 
65 Escrito de Apelación, Oposición a Solicitud de Sentencia 

Sumaria, Exhibit XXIX, págs. 349-350. 
66 McCrillis v. Aut. Navieras de P.R., supra, pág. 140. 
67 La declaración jurada a la que se refiera la apelante es la de 

la Sra. Maldonado el 4 de noviembre de 2013. 
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Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra, el TSPR acogió la 

norma federal conocida como sham affidavit doctrine. 

Al amparo de esta doctrina, los tribunales están 

impedidos de considerar “un testimonio reciente que 

resulta contrario a una declaración bajo juramento 

emitida anteriormente, si no se provee una explicación 

para la contradicción entre ambas”.
68
 La norma aplica 

cuando la declaración inicial contiene respuestas 

libres de ambigüedades sobre un hecho medular; y la 

contradicción entre la declaración inicial y la 

posterior es “manifiesta o patente”.
69
 Específicamente, 

el TSPR expresó:  

…juzgamos conveniente aplicar estos 

principios en aquellas situaciones en 

que una parte procura ingeniarse 

supuestos hechos materiales contrarios 

a un testimonio previo ofrecido bajo 

juramento, con el propósito de impedir 

que se dicte sentencia sumaria en su 

contra.
70
 

 

En este caso, no hay una expresión anterior y 

bajo juramento de la Sra. Maldonado. Consecuentemente, 

no se cumplen con los requisitos esbozados por el TSPR 

en SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra. Debemos 

añadir que la apelante tampoco presentó prueba que 

controvierta los hechos que impugna. Sabido es que una 

vez la parte promovente de una moción de sentencia 

sumaria presenta deposiciones, contestaciones a 

interrogatorios, admisiones o declaraciones juradas, 

el promovido debe presentar contradeclaraciones 

juradas suficientes y documentos que creen una 

controversia genuina.
71
 

                                                 
68 SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra, pág. 439. 
69 Id., págs. 440-441. 
70 Id., pág. 442. 
71 López Colón v. Miranda Marín, supra, pág. 563; Audiovisual 

Lang. v. Sist. Est. Natal Hnos., 144 DPR 563, 576 (1997). 
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Por otro lado, la apelante alega que el Prof. 

Eladio González, en adelante Prof. González, quien 

ocupaba el cargo de Rector para ese entonces, estaba 

identificado con el PNP. Sin embargo, en la lista 

titulada “Status UPR Utuado”, el Prof. González 

aparece como afiliado al PPD al igual que la 

apelante.
72
 Además, según expuesto previamente, la 

prueba en que se apoya la Moción de Sentencia Sumaria 

demuestra que el Prof. González tenía motivos no 

discriminatorios para remover a la apelante del puesto 

de Directora de Admisiones. 

Por último, la apelante alegó que la lista que la 

identificaba como afiliada al PPD era de conocimiento 

de toda la comunidad universitaria por haberse 

publicado en el Periódico Primera Hora. Surge de la 

prueba que quien publicó una de listas fue el 

periódico Primera Hora y según el contenido del 

artículo titulado “Denuncian carpeteo político en la 

UPR”, quien proveyó la lista fue la Asociación 

Puertorriqueña de Profesores Universitarios (AAPU).
73
 

De igual forma, del correo electrónico al que la 

apelante hace referencia surge que ésta recibió un 

mensaje reenviado entre varios empleados para 

informarse de lo que se habían enterado.
74
 En fin, la 

prueba relacionada al correo electrónico lo único que 

podría establecer es que se circuló un correo 

electrónico titulado “Status UPR Utuado” enviado de 

una dirección de correo electrónico a otra dirección; 

y que luego se reenvió otro correo electrónico 

titulado “Status Real UPR Utuado Político” de una 

                                                 
72 Véase, Escrito de Apelación, Oposición a Solicitud de Sentencia 

Sumaria, Exhibit XII, págs. 315. 
73 Id., Exhibit XIIV, pág. 320. 
74 Id., Exhibit XIII, págs. 317-319. 
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dirección de correo electrónico a otras direcciones. 

En estas circunstancias, concluimos que el alegado 

acto que la apelante califica como discrimen o 

“carpeteo político” no es imputable a la apelada.
75
 

Debemos añadir que la apelante no  pudo activar 

la presunción de discrimen político. Así pues, en su 

deposición admitió que no milita en ningún partido 

político
76
 y no pudo establecer que al momento de su 

remoción fue sustituida por una persona que pertenece 

a una ideología o partido político distinto al suyo y 

afín a la de la autoridad nominadora.
77
 

En el cuarto señalamiento de error, la apelante 

alega que incidió el TPI al concluir que no procedía 

una acción de represalia a raíz de dos querellas 

internas presentadas en la UPR por no constituir 

actividad protegida, aunque la apelada es una 

instrumentalidad gubernamental cuyos procedimientos 

internos están protegidos por la Ley Núm. 115, supra.  

Según surge de la Querella, la apelante alegó que 

fue víctima de represalia por haber solicitado la 

revisión de la determinación de reclasificación de su 

puesto de carrera de Oficial Administrativo II a 

Oficial Administrativo III. Esta alegación es frívola. 

En primer lugar, no hubo acción adversa ya que 

culminado el trámite administrativo a la señora Robles 

se le concedió el remedio solicitado.
78
 

                                                 
75 Conviene mencionar, que la apelante no pudo establecer la 

existencia de un esquema de creación de expedientes, carpetas, 

listas y ficheros con el propósito de discriminar por creencias 

políticas, lo que torna la alegación de carpeteo político baladí 

a la luz de Noriega Rodríguez v. Hernández Colón, supra. 
76 Escrito de Apelación, Moción de Sentencia Sumaria, Ap. III, 

pág. 67. 
77 Abrams Rivera v. E.L.A., supra, págs. 939-940. 
78 Escrito de Apelación, Moción de Sentencia Sumaria, Ap. III, 

págs. 117-122. 
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En segundo lugar, no hubo proximidad temporal 

entre realizar la actividad protegida y la supuesta 

acción adversa, pues entre el inicio del procedimiento 

y su remoción del cargo de Directora de Admisiones 

medió más de un año.
79
 Por otro lado, no existe nexo 

causal entre acogerse a los beneficios del FSE y la 

acción adversa ya que esta fue anterior a la 

realización de la actividad protegida.
80
 

Por último, en el quinto señalamiento de error, 

la apelante alega que el TPI incidió al concluir que 

su reclamación por discrimen político estaba 

prescrita. No tiene razón.  

Contrario a lo que alega la apelante, el TPI 

concluyó que cualquier daño reclamado por la apelante 

por los alegados comentarios realizados por otros 

empleados del Recinto de Utuado; los actos de acoso 

por parte de la Sra. Pérez; la determinación inicial 

denegando su solicitud de reclasificación de su 

puesto; y la solicitud para que trabajara como 

Directora de Admisiones “Ad Honorem” están prescritos 

por tratarse de eventos aislados e inconexos, cuya 

reclamación se presentó transcurrido en exceso de un 

año desde que la señora Robles conoció el alegado 

perjuicio. Nuestra revisión cuidadosa e independiente 

de la totalidad de la prueba nos lleva a coincidir con 

la apreciación del TPI, por lo cual el quinto error 

tampoco fue cometido. 

Finalmente, si la apelante no pudo oponerse a la 

moción de sentencia sumaria de la UPR, su alegato de 

oposición fue incapaz de persuadir a este tribunal 

                                                 
79 Id. 
80 Escrito de Apelación, Moción de Sentencia Sumaria, Ap. III, 

pág. 125. 



 
 

 
KLAN201501498    

 

34 

intermedio de la corrección jurídica de su postura. 

Ello obedece a que el alegato es confuso, repleto de 

alegaciones conclusorias e inconexas, que demuestran 

una lamentable falta de rigor jurídico.  

-IV- 

 Por los fundamentos expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

        Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 

 

 


